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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
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     Carlos Andrés Gómez Caro
Accionada:
Registraduría Nacional del Estado Civil – Delegación   Departamental  de Risaralda
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Temas:


ACCIÓN DE TUTELA/ NORMATIVA/ COMPETENCIA TRATÁNDOSE DE OMISIONES ADMINISTRATIVAS JUECES CON CATEGORÍA DE MUNICIPAL DE PEREIRA/ REMITE EL ASUNTO POR COMPETENCIA.

En este orden de ideas, y teniendo en cuenta que en el presente caso se trata de la omisión frente a una  actuación administrativa atribuida a los Delegados Departamentales para la Circunscripción Electoral de Risaralda del Registrador Nacional, funcionarios de una entidad pública del orden departamental,  ante la expedición de la Resolución No.319 por medio de la cual se hizo una finalización de asignación de funciones jurídicas y cobros coactivos al señor Carlos Andrés Gómez Caro, la cual se encuentra en el CD que el actor allegó con el escrito introductorio de la demanda de tutela, la competencia para conocer la presente acción constitucional recae en un Juzgado de categoría de Municipal de esta ciudad. 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 

Pereira,  ocho (8) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

En la fecha, se recibe acción de tutela instaurada por el señor Carlos Andrés Gómez Caro en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil – Delegación Departamental de Risaralda, representada legalmente por los señores Gladis Stella Hurtado Pérez y William Malpica Hernández, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y al trabajo en condiciones dignas y justas, por cuanto dichos delegados lo nombraron para prestar los servicios “como operario en una booking”, pese a haber sido contratado como profesional universitario para desempeñar funciones de abogado.

Ahora bien, los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial.
Por su parte el artículo   2.2.3.1.2.1 modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, señaló lo pertinente al reparto de la acción de tutela, así: 
“Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:

1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales.

2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría.

3. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la Republica, del Contralor General de la Republica, del Procurador General de la Nación, del Fiscal General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor General de la Republica, del Contador General de la Nación y del Consejo Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos.”  

(Subrayas nuestras)
En este orden de ideas, y teniendo en cuenta que en el presente caso se trata de la omisión frente a una  actuación administrativa atribuida a los Delegados Departamentales para la Circunscripción Electoral de Risaralda del Registrador Nacional, funcionarios de una entidad pública del orden departamental,  ante la expedición de la Resolución No.319 por medio de la cual se hizo una finalización de asignación de funciones jurídicas y cobros coactivos al señor Carlos Andrés Gómez Caro, la cual se encuentra en el CD que el actor allegó con el escrito introductorio de la demanda de tutela, la competencia para conocer la presente acción constitucional recae en un Juzgado de categoría de Municipal de esta ciudad. 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA SU INCOMPETENCIA para conocer de la presente acción y ORDENA que la demanda sea repartida entre uno de los despachos judiciales con categoría de Municipal  de esta capital. 

Entérese de esta determinación a la accionante, para los fines consiguientes.
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